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Con cierta velocidad en Colombia hemos pasado por la quiebra, el concordato preventivo, 
la reactivación empresarial y los procesos de insolvencia, que hoy incluyen los procesos de 
insolvencia de la persona natural no comerciante. De acuerdo con la Ley 1116 de 2006 
(diciembre 27) “Por la cual se establece el Régimen de Insolvencia Empresarial en la 
República de Colombia y se dictan otras disposiciones.”: “ARTÍCULO 13. Solicitud de 
Admisión. La solicitud de inicio del proceso de reorganización por parte del deudor o de 
este y sus acreedores deberá venir acompañada de tos siguientes documentos: —1. 
Modificado por el art. 33, Ley 1429 de 2010. Los cinco (5) estados financieros básicos, 
correspondientes a los tres (3) últimos ejercicios y los dictámenes respectivos, si existieren,  
suscrito por Contador Público o Revisor Fiscal, según sea el caso. ―2. Los cinco (5) 
estados financieros básicos, con corte al último día calendario del mes inmediatamente 
anterior a la fecha de la solicitud, suscrito por Contador Público o Revisor Fiscal, según 
sea el caso. —3. Modificado por el art. 33, Ley 1429 de 2010. Un estado de inventario de 
activos y pasivos con corte en la misma fecha indicada en el numeral anterior, 
debidamente certificado y valorado, suscrito por Contador Público o Revisor Fiscal, según  
sea el caso. (…)” La Delegatura de Asuntos Económicos y Societarios y la Delegatura de 
Procedimientos de Insolvencia de la Superintendencia de Sociedades publicaron la Guía De 
Orientación Referida A Los Procesos, Procedimientos Y Trámites De Insolvencia en 
noviembre de 2025. En la nota 9 de este documento se lee: “9 Los numerales 1 y 2 del 
artículo 13 de la Ley 1116 de 2006 refieren a estados financieros básicos de acuerdo con lo  
señalado en los principios de contabilidad que se aplicaban para el año de expedición de 
la norma. Los cuales deben entenderse como estados financieros de propósito general de 
acuerdo con lo dispuesto en los marcos de referencia contable vigentes y que hacen parte 
del Decreto 2420 de 2015 y las normas que lo adicionen o modifiquen.” Es verdad que la 
norma se expidió antes de la Ley 1314 de 2009, pero es cuestionable que una norma 
reglamentaria la haya modificado. En todo caso la presentación del estado de cambios en la 
situación financiera ni es costosa ni impertinente. Una de las consecuencias más 
importantes de los procesos de insolvencia se encuentra en el artículo 31 de la Ley 1116, 
citada, en el cual se lee: “PARÁGRAFO. Para los efectos previstos en esta ley se 
consideran acreedores internos los socios o accionistas de las sociedades, el titular de las 
cuotas o acciones en la empresa unipersonal, y los titulares de participaciones en 
cualquier otro tipo de persona jurídica. ―Para efectos de calcular los votos, cada 
acreedor interno tendrá derecho a un número de votos equivalente al valor que se obtenga 
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al multiplicar su porcentaje de participación en el capital, por la cifra que resulte de restar  
del patrimonio, las partidas correspondientes a utilidades decretadas en especie y el monto  
de la cuenta de revalorización del patrimonio, así haya sido capitalizada, de conformidad 
con el balance e información con corte a la fecha de admisión al proceso de insolvencia. 
—La reforma del acuerdo de reorganización deberá ser adoptada con el mismo porcentaje 
de votos requeridos para su aprobación y confirmación. Para el efecto, serán descontados 
de los votos originalmente determinados aquellas acreencias que ya hayan sido 
extinguidas en ejecución del acuerdo de reorganización, permaneciendo los votos de los 
acreedores internos igual a los calculados para la primera determinación, con base en la 
fecha de inicio del proceso.” En cuanto al estado de inventario en su momento se acudía 
por analogía al Código de Comercio en el cual se estipula: “ARTÍCULO 234. El inventario 
incluirá, además de la relación pormenorizada de los distintos activos sociales, la de todas  
las obligaciones de la sociedad, con especificación de la prelación u orden legal de su 
pago, inclusive de las que sólo puedan afectar eventualmente su patrimonio, como las 
condicionales, las litigiosas, las fianzas, los avales, etc. ―Este inventario deberá ser 
autorizado por un Contador Público, si el liquidador o alguno de ellos no tienen tal 
calidad, y presentando personalmente por éstos ante el Superintendente, bajo juramento de  
que refleja fielmente la situación patrimonial de la sociedad disuelta. De la presentación y 
de la diligencia de juramento se dejará constancia en acta firmada por el Superintendente 
y su secretario.” Posteriormente el Decreto reglamentario 2649 de 1993 señaló: 
“ARTICULO 28. ESTADO DE INVENTARIO. El estado de inventario es aquél que debe 
elaborarse mediante la comprobación en detalle de la existencia de cada una de las 
partidas que componen el balance general.” El inventario es muy mencionado en el 
estatuto mercantil, ídem: artículos 48, 52, 110, 152, 178, 226, 233, 234, 235, 236, 237, 247, 
258, 398, 445, 450, 1198, 1222, 1231, 1239, 1421, 1452 y 1501. A través de la Ley 1429 de 
2010 (diciembre 29 Por la cual se expide la Ley de Formalización y Generación de Empleo 
se dispuso: “ARTÍCULO 24. Determinación de la causal de disolución de una sociedad. 
Cuando la disolución requiera de declaración por parte de la asamblea general de 
accionistas o de la junta de socios, los asociados, por la mayoría establecida en los 
estatutos o en la ley, deberán declarar disuelta la sociedad por ocurrencia de la causal 
respectiva e inscribirán el acta en el registro mercantil. ―Los asociados podrán evitar la 
disolución de la sociedad adoptando las modificaciones que sean del caso, según la causal  
ocurrida, siempre que el acta que contenga el acuerdo se inscriba en el registro mercantil 
dentro de los dieciocho meses siguientes a la ocurrencia de la causal. —Cuando agotados 
los medios previstos en la ley o en el contrato para hacer la designación de liquidador, esta  
no se haga, cualquiera de los asociados podrá acudir a la Superintendencia de Sociedades  
para que designe al liquidador. La designación por parte del Superintendente procederá de  
manera inmediata, aunque en los estatutos se hubiere pactado cláusula compromisoria. La  
referida designación se hará de conformidad con la reglamentación que para el efecto 
expida el Gobierno Nacional.” Según la Ley 1116, ídem, “ARTÍCULO 9°. Supuestos de 
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admisibilidad. El inicio del proceso de reorganización de un deudor supone la existencia 
de una situación de cesación de pagos o de incapacidad de pago inminente. —1. Cesación 
de pagos. El deudor estará en cesación de pagos cuando: ―Incumpla el pago por más de 
noventa (90) días de dos (2) o más obligaciones a favor de dos (2) o más acreedores, 
contraídas en desarrollo de su actividad, o tenga por lo menos dos (2) demandas de 
ejecución presentadas por dos (2) o más acreedores para el pago de obligaciones. En 
cualquier caso, el valor acumulado de las obligaciones en cuestión deberá representar no 
menos del diez por ciento (10%) del pasivo total a cargo del deudor a la fecha de los 
estados financieros de la solicitud, de conformidad con lo establecido para el efecto en la 
presente ley. —2. Incapacidad de pago inminente. El deudor estará en situación de 
incapacidad de pago inminente, cuando acredite la existencia de circunstancias en el 
respectivo mercado o al interior de su organización o estructura, que afecten o 
razonablemente puedan afectar en forma grave, el cumplimiento normal de sus 
obligaciones, con un vencimiento igual o inferior a un año. ―PARÁGRAFO. En el caso de 
las personas naturales comerciantes, no procederá la causal de incapacidad de pago 
inminente. Para efectos de la cesación de pagos no contarán las obligaciones alimentarias,  
ni los procesos ejecutivos correspondientes a las mismas.” Adicionalmente consagra: 
“ARTÍCULO 10°. Otros presupuestos de admisión. Modificado por el art. 30, Ley 1429 de 
2010. La solicitud de inicio del proceso de reorganización deberá presentarse, 
acompañada de los documentos que acrediten, además de los supuestos de cesación de 
pagos o de incapacidad de pago inminente, el cumplimiento de los siguientes requisitos: —
1. No haberse vencido el plazo establecido en la ley para enervar las causales de 
disolución, sin haber adoptado las medidas tendientes a subsanarla. ―2. Estar 
cumpliendo con sus obligaciones de comerciante, establecidas en el Código de Comercio, 
cuando sea del caso. Las personas jurídicas no comerciantes deberán estar registradas 
frente a la autoridad competente. —3. Si el deudor tiene pasivos pensionales a cargo, tener  
aprobado el cálculo actuarial y estar al día en el pago de las mesadas pensionales, bonos y  
títulos pensionales exigibles. ―4. No tener a cargo obligaciones vencidas por retenciones 
de carácter obligatorio, a favor de autoridades fiscales, por descuentos efectuados a los 
trabajadores, o por aportes al Sistema de Seguridad Social Integral. —PARÁGRAFO. Las 
obligaciones por los conceptos indicados en los numerales 3 y 4 del presente artículo, 
causadas durante el proceso, o las facilidades celebradas con las respectivas entidades 
responsables sobre tales conceptos con anterioridad a la apertura del proceso concursal 
que haya suscrito el deudor para cumplir con el presupuesto para acceder al mismo, serán 
pagadas de preferencia, inclusive sobre los demás gastos de administración.” La disolución 
por pérdidas se reemplazó por el no cumplimiento de la hipótesis de negocio en marcha, 
mediante la Ley 2069 de 2020. Mediante la Ley 2437 de 2024 diciembre 12 "Por medio del 
cual se establece la legislación permanente de los Decretos Legislativos 560 y 772 de 2020, 
Decretos reglamentarios 842 y 1332 de 2020 en materia de insolvencia empresarial y se 
dictan otras disposiciones" en su artículo 19 estableció: “PARÁGRAFO 1. La información 
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financiera con corte al último mes presentada con la solicitud siempre debe venir 
preparada bajo el no cumplimiento de la hipótesis de negocio en marcha, es decir, con la 
base contable del valor neto de liquidación, tal como se establece en el Decreto 2420 de 
2015 o norma que lo modifique o adicione. En el evento en el que el proceso se inicie como 
consecuencia del fracaso de un proceso de reorganización ordinario o de reorganización 
abreviado o terminación de un acuerdo de reorganización por incumplimiento no 
subsanado, el ex representante legal deberá realizar el ajuste de la información financiera 
para presentarla en las condiciones mencionadas, dentro del mes siguiente a la 
terminación de su gestión. En el evento en el que haya venido ejerciendo como 
representante legal o su suplente no cumpla con la obligación, el Juez del Concurso 
impondrá las sanciones que correspondan y podrá impartir las órdenes pertinentes al 
liquidador, Lo anterior, sin perjuicio de la responsabilidad que le puede acarrear esta 
conducta al ex representante legal.” La contabilidad debe ceñirse al acuerdo de 
reorganización o a la liquidación judicial. La prelación de créditos requiere ser actualizada. 
Sus viejas ideas generan preferencias cuestionables.

Bogotá, septiembre 6 de 2026.
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